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ACCIÓN REIVINDICATORIA 

 Ejercicio de la acción por algunos comuneros de una cosa singular en favor 
de la comunidad. Se descarta que, tratándose de la reivindicación de bienes 
inmuebles, corresponda al convocante acreditar que en algún momento 

detentó la cosa, pues, lo que pretende el reivindicante es defender su derecho 
real de dominio, el cual desea ejercer plenamente. La acción no solo está 

erigida para reivindicar el dominio, y, por ende, recuperar la posesión perdida 
por quien gozaba de ella, sino que también lo está para permitir que el dueño 
disfrute de la misma cuando no la detenta, sin que interese la causa. El 

coposeedor puede mutar la condición de coposeedor a la de poseedor 
exclusivo, para lo cual se requiere que aquel ejerza los actos de señorío en 

forma personal, autónoma o independiente, desconociendo a los demás; 
pero, en el sub judice, no hay medio de prueba que acredite que, a partir de 
la data señalada se comenzó a realizar actos de señorío exclusivos. Si en 

gracia a la discusión se asumiera que la convocada ejerció actos de señora y 
dueña de manera exclusiva, es factible deducir que esa detentación se diluyó 
con el remate efectuado al inmueble por cuenta del proceso divisorio que se 

tramitó, toda vez que, para que este se realice, el bien raíz debe estar 
previamente secuestrado, lo cual da a entender que no hubo oposición a 

dicha cautela, o si la hubo, no prosperó, y por ende, existió de parte de la 
poseedora reconocimiento del dominio ajeno. A propósito de la solución de 
una acción reivindicatoria, en la que en primer grado se negaron las 

restituciones mutuas, y la parte afectada no apeló: la labor oficiosa del 
juzgador de segundo grado, únicamente entraría a operar cuando el a quo 
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ignora el pronunciamiento que por el ministerio de la ley u ope legis le tocaba 
sobre las prestaciones mutuas. Cuando hay un análisis de la temática, y una 

negativa a ella, si la parte interesada guarda silencio, nada tiene que 
considerar el superior. Doctrina probable civil: la acción reivindicatoria no 
exige como requisito de ella que el dueño haya perdido la posesión de la cosa, 

sino simplemente que no esté en posesión de ella, de modo que bien puede 
ejercerla el que haya adquirido el dominio del bien que se haya en manos de 

un tercer poseedor, o contra el que se la ha arrebatado y se ha convertido en 
un poseedor útil. Doctrina probable civil: el juzgador debe siempre considerar 
o razonar sobre las prestaciones mutuas en su sentencia, bien a petición de 

parte o de oficio. (SC710-2022; 31/03/2022) 
 
APRECIACIÓN PROBATORIA 

 Errores de hecho: 1) dar por acreditado, sin estarlo, no sólo que el contrato 
de obra se pactó bajo la modalidad de precios unitarios y no globales, cuya 
forma de pago se estableció por unidades y cantidades de construcción, 

correspondiendo el valor total a la multiplicación de esas variables, sino que 
la ahora recurrente se obligó contractualmente a garantizar a la contratista 
la realización del total de cantidad de obra mencionado en el estimativo de 

trabajos en documento integrante de la licitación; que esa sobrevaloración 
obedeció a un yerro de planeación, y que tal desacierto era generador de 

responsabilidad en la etapa precontractual, del cual dimanaba la obligación 
de indemnizar los perjuicios reclamados en la demanda. 2) distorsionar la 
prueba documental, especialmente la relacionada con la licitación, sus 

condiciones particulares y anexos, el Contrato CLCI-0179 y los documentos 
asociados a éste, viendo en ellos un contenido disímil del que objetivamente 

se desprende de tales medios suasorios. (SC505-2022; 17/03/2022) 
 
CONFESIÓN 

 Encontrándose que el texto genitor de la acción contiene una imbricación de 
causa petendi y petitum que rompe con las pautas de equilibrio, precisión y 
claridad impuestas por el ordenamiento para la presentación de esa 

trascendental pieza del juicio, la falta de respuesta detallada a cada uno de 
los supuestos fácticos que la convocante fue entremezclando en cada 
petición principal y subsidiaria no puede representarle la consecuencia 

sumamente gravosa de la confesión de esa serie de hechos mal presentados 
por la demandante, ni tampoco un indicio en su contra a tono con lo 

dispuesto por el artículo 241 del CGP, pues no es admisible que la 
demandante obtenga provecho de su propio incumplimiento de la regla 
instrumental. (SC505-2022; 17/03/2022) 

 
CONTRATO DE ADHESIÓN 

 Esta tipología de acuerdos negociales es un escenario adecuado para la 

aplicación de algunos principios de hermenéutica contractual, entre ellos, 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/04/SC710-2022-2012-00280-02-1.pdf
https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/04/SC505-2022-2016-00074-01.pdf
https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/04/SC505-2022-2016-00074-01.pdf
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pero no el único, el señalado por el impugnante, también conocido como 
regla “contra proferentem”. Amén de las tradicionales orientaciones 

contenidas en los preceptos 1618 a 1624 del Código Civil, son destacables 
algunas pautas interpretativas aquilatadas por la Corporación frente a la 
particular forma de convención, a saber: a) de prevalencia; b) de la condición 

más importante y c) de la condición más favorable. (SC505-2022; 
17/03/2022) 

 

CONTRATO DE OBRA 

 Pretensión indemnizatoria por incumplimiento del “Contrato CLCI-0179” 
para la “prestación de servicios de mantenimiento y pintura de tubería y 
accesorios en el Campo La Cira Infantas y su área de influencia en el 

departamento de Santander”. Aplicación de los criterios hermenéuticos de 
prevalencia, de la condición más importante y de la condición más favorable, 
con el fin de dilucidar el sentido y alcance genuino de la estipulación del 

contrato en cuanto a la forma de pago. Allí se consignó que sería la de “tarifas 
unitarias y tarifas globales fijas” y de ello deduce la apelante que era un 

sistema mixto, en tanto que para la demandada la contratación era por 
“precios unitarios”. Las pruebas soslayadas demuestran que fue la 
promotora de la contienda procesal quien incurrió en negligencia en la 

fijación de los precios unitarios que serían la base de la modalidad de pago 
escogida para el contrato de obra, y la sobreestimación de las cantidades de 

trabajos a ejecutar que le imputó a su contraparte, no sólo no tuvo incidencia 
en la producción de los alegados perjuicios, sino que viene a ser un hecho 
intrascendente ante la contundencia y alcance de los yerros cometidos en las 

tarifas individuales que la reclamante concertó le fueran pagadas como 
contraprestación por sus servicios, con lo cual pierde fuerza la reclamación 
de resarcimiento. Interpretación contractual: aplicación de la hermenéutica 

del artículo 1618 del Código Civil y del criterio de prevalencia, respecto a la 
verdadera voluntad de los contratantes. (SC505-2022; 17/03/2022) 

 
INTERPRETACIÓN CONTRACTUAL 

 A efectos de descubrir el querer común de los contratantes bajo la regla de 

artículo 1618 del Código Civil, es útil recurrir a las previsiones del contrato 
que no generan controversia con miras a interpretar aquella que la está 
ocasionando, y en este punto, en el examen realizado de la impugnación 

propuesta en sede extraordinaria, se encontró que el sistema de pago 
realmente acordado para los trabajos y servicios a ejecutar fue el de “precios 
unitarios”, intención revelada por las cláusulas convencionales que no 

generaron desacuerdo entre ellas y que, además, por su carácter de 
condiciones particulares, de acuerdo con la regla de prevalencia, prefieren 

en su aplicación sobre la general expuesta en los términos de referencia de 
la licitación y en la sección de encabezado del Contrato CLCI-0179, que no 
en el cuerpo del mismo, en tanto reflejan más específicamente la verdadera 

voluntad de los concertantes y, aunque hayan sido predispuestas por 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/04/SC505-2022-2016-00074-01.pdf
https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/04/SC505-2022-2016-00074-01.pdf
https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/04/SC505-2022-2016-00074-01.pdf
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Oxyandina, se entienden consignadas atendiendo las peculiaridades del 
negocio jurídico celebrado, sin que a la contratista le merecieran reparo, 

solicitud de aclaración previa a la firma del acuerdo o la negativa a 
suscribirlo. (SC505-2022; 17/03/2022) 

 

LUCRO CESANTE 

 Determinación del perjuicio ante responsabilidad derivada de obligaciones 
contractuales del propietario del establecimiento de comercio Parque 

Nacional del Café, por lesiones sufridas -por docente- al hacer uso de la 
atracción mecánica “Montaña Rusa”. Lucro cesante: carga que tiene el 
reclamante de perjuicios materiales, de probar cuál fue el menoscabo en su 

patrimonio, ante la acumulación de indemnización por seguridad social, 
tratándose de accidente de trabajo y por el sistema de riesgos profesionales 

que asume el pago de la pensión de invalidez. No existe una postura 
absoluta, ni doctrinal ni jurisprudencialmente, en cuanto a la posibilidad de 
la acumulación, por lo cual, los juzgadores en cada caso concreto deberán 

valorar no solo la situación fáctica sometida a su consideración y los 
elementos demostrativos que se incorporen al proceso para acreditar la 
ocurrencia de los perjuicios reclamados, sino examinar la diversidad de 

fuentes de las prestaciones, posibilidad de subrogación y demás aspectos 
identificados en los pronunciamientos reseñados para establecer si en el caso 

particular aquella resulta o no posible, teniendo en cuenta, de todas formas, 
que el causante del daño per se no puede deducir de la indemnización que 
se le pudiera imponer los valores que el perjudicado haya recibido de una 

tercera persona o entidad, en tanto la víctima estará compelida a probar la 
ocurrencia del perjuicio que reclama. Las prestaciones derivadas del sistema 

de seguridad social o de riesgos profesionales (pensión de vejez, de invalidez 
o sobreviviente) no tienen naturaleza indemnizatoria, dado que su origen 
deviene de los aportes realizados para dichos riesgos, sin atender la 

verificación de un daño o su cuantía, por lo que no devendría per se 
incompatible el pago de la pensión de invalidez o sobreviviente con la 
indemnización de perjuicios a cargo de un tercero causante del daño sufrido 

por el empleado. Principios de reparación integral como de equidad y criterios 
técnicos actuariales, en la valoración de los daños a las personas. (SC506-

2022; 17/03/2022) 
 
RECURSO DE CASACIÓN 

 Error de derecho ante la falta de contradicción de la prueba decretada de 
oficio, para acreditar la legitimación en la causa de las personas jurídicas 
demandadas, en proceso que pretende la indemnización por fallecimiento en 

accidente de tránsito. Apreciación probatoria: en sentencia sustitutiva se 
tiene que, surtido el traslado de la certificación previsto en el artículo 289 del 
CPC, se trata de una probanza respecto de la cual se agotó en debida forma 

la posibilidad de su contradicción por las partes, especialmente, por las 
sociedades demandadas, sin que ninguno de los intervinientes hubiere 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/04/SC505-2022-2016-00074-01.pdf
https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/04/SC506-2022-2015-00095-02.pdf
https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/04/SC506-2022-2015-00095-02.pdf
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formulado algún reparo en torno de ella. La certificación da cuenta del 
propietario actual del vehículo que ocasionó el accidente, con las 

características allí especificadas y que se encuentra afiliado a “Transportes 
Botero Soto”, lo que acredita con suficiencia la legitimación pasiva de dichas 
demandadas. (SC483-2022; 18/03/2022) 

 Deficiencia del ataque por error de hecho probatorio: 1) la discordancia entre 
uno y otro argumento, esto es, el aducido por el Tribunal en respaldo de la 
negativa de las pretensiones, que en sentencias judiciales ejecutoriadas se 

declaró el incumplimiento de los contratos de leasing por parte de la 
locataria; y el combatido por el casacionista, es decir, que esta última no 
incurrió en mora de pagar los cánones de arrendamiento estipulados en tales 

convenciones. 2) resultado del advertido desatino de la censura, es que los 
verdaderos fundamentos de la sentencia cuestionada no fueron blanco de 

ataque en casación, sino que, por el contrario, resultaron avalados por el 
impugnante, toda vez que éste admitió el adelantamiento de las acciones 
restitutorias puestas de presente por el Tribunal, que ellas se soportaron en 

la falta de pago del arriendo y que concluyeron con sentencias estimatorias 
de las pretensiones. 3) si en gracia de discusión se admitiera que, en efecto, 
el ad quem pretirió las pruebas especificadas en la censura y que con ellas 

se acreditó suficientemente la inexistencia de la mora endilgada a la 
arrendataria, la acusación, de todas maneras, deviene intrascendente. 4) la 

impugnación extraordinaria no es una tercera instancia sino un escrutinio 
de la sentencia confutada, dirigido a verificar si ella, y no otro 
pronunciamiento, ello es toral, se ajusta a la ley, procesal o sustancial, según 

que las acusaciones versen sobre errores in procedendo o in judicando. 
(SC482-2022; 31/03/2022) 

 Inobservancia de reglas técnicas: 1) no se combatieron acertada y 
eficazmente las razones de hecho determinantes del fracaso de la acción, 
desatino que, aparejadamente, tornó intrascendentes las acusaciones por 

quebranto directo de la ley sustancial. 2) de bulto es la ineptitud de los cargos 
primero y segundo para controvertir esas conclusiones fácticas, habida 
cuenta que los dos fueron propuestos con base en la causal inicial del 

artículo 336 del Código General del Proceso, esto es, por violación directa de 
la ley sustancial, supuesto en el que, según expreso mandato del literal a) 
del numeral 2º del artículo 344 de la obra en cita, la acusación “se 

circunscribirá a la cuestión jurídica sin comprender ni extenderse a la 
materia probatoria”. 3) los intentos de la recurrente de discutir en los 

identificados cargos esas inferencias del sentenciador de segunda instancia, 
a más de constituir la advertida falla técnica que veda su acogimiento, fueron 
alegaciones que desbordaron su propia naturaleza y que, por lo mismo, 

devinieron inatendibles. 4) el cargo tercero, fincado en la causa segunda de 
casación, en el que se denunció el quebranto indirecto de la ley sustancial 

como consecuencia del error de derecho al no haber ponderado en conjunto 
las pruebas del proceso, no enfrentó certeramente ninguna de las dos 
conclusiones probatorias del ad quem. 5) el cargo cuarto, en el que, también 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/04/SC483-2022-2011-00020-01.pdf
https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/04/SC482-2022-2010-00212-01.pdf
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se denunció la violación indirecta de la ley sustancial, pero debido a 
presuntos errores de hecho, tampoco rebatió directamente las deducciones 

del juez de segunda instancia. 6) la postura asumida por la recurrente en 
casación, en punto del nexo jurídico que existió entre las partes, envuelve, 
por sí sola, el fracaso de las acusaciones examinadas, habida cuenta que 

una situación no puede ser al mismo tiempo dos cosas distintas, y mucho 
menos, contrapuestas. (SC711-2022; 31/03/2022) 

 

La descripción de los hechos de contexto para la resolución de cada caso, la 

identificación de las fuentes -normativas, jurisprudenciales y doctrinales- 
que dieron sustento a las providencias que se relacionan en el presente 

Boletín están disponibles en la Gaceta de Jurisprudencia 3-2022: 
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